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quier información que considere conveniente para exa­
minar el grado de cumplimiento del Convenio y el ritmo
de las obras -cláusula cuarta C).

C) En el caso que ahora enjuiciamos. esta centra­
lización de la gestión. con la subsiguiente marginación
de la Comunidad Autónoma de la relación subvencional.
no se compadece con las rígidas condiciones que. de
acuerdo con la doctrina recién citada. deben satisfacerse
para mantener excepcionalmente la gestión directa y
centralizada de las ayudas que recaigan en materias res­
pecto de las cuales el Estado se ha reservado solamente
las bases y la Comunidad Autónoma ha asumido el resto
de las funciones. Pues ni la necesidad de la gestión cen­
tralizada puede deducirse sin esfuerzo de la medida de
fomento que ahora nos ocupa. ni dicha necesidad apa­
rece razonablemente justificada -como pretende el Abo­
gado del Estado- por la pretensión de evitar que se
superen los topes máximos previstos en ·el Presupuesto
del Estado para los fines del A.E.S.• o por la de asegurar
la distribución homogénea de estos fondos en todo el
territorio nacional. En consecuencia. cabe concluir afir­
mando que el Convenio impugnado. en la medida en
que no atribuye a la Generalidad de Cataluña la gestión
de las ayudas. ha desconocido el régimen competencial
trazado por la Constitución y el Estatuto de Autonomía
de Cataluña.

6. Por último. es necesario precisar el alcance del
fallo de la presente Sentencia que ha de limitarse a decla­
rar la titularidad de la competencia de gestión contro­
vertida. como así lo permite el arto 66 de la Ley Orgánica
de este Tribunal y hemos resuelto en otros supuestos
similares (SSTC 79/1992 y 18/1994. entre otras). La
anulación del abono directo de las subvenciones al Ayun­
tamiento de Barcelona podría suponer. en efecto. graves
perjuicios y perturbaciones a los intereses generales.
también en Cataluña. tanto por referirse el Convenio a
ejercicios económicos ya cerrados y que han agotado
sus efectos como por la necesidad de no afectar a legí­
timos derechos de terceros que se hayan generado con
motivo de las subvenciones ya abonadas. En estas cir­
cunstancias. las pretensiones de la Generalidad de Cata­
luña pueden estimarse satisfechas mediante la decla­
ración de la titularidad de la competencia de gestión
aquí controvertida.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Declarar que la titularidad de la competencia de ges­
tión controvertida corresponde a la Comunidad Autó­
noma de Cataluña.

Publíquese esta Sentencia en ~I «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a diecisiete de marzo de mil nove­
cientos noventa y cinco.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bra­
vo-Ferrer.-Fernando García-Mon y González-Regue­
ral.-earlos de la Vega Benayas.-Eugenio Díaz Eimil.-Al­
varo Rodríguez Bereijo.-José Vicente Gimeno Sen­
dra.-José Gabaldón López.-Rafael de Mendizábal Allen­
de.-Julio Diego González Campos.-Pedro Cruz Villa­
lón.-Carles Viver Pi-Sunyer.-Firmados y rubricados.

10061 Pleno. Sentencia 60/1995. de 17 de marzo
de 1995. Cuestiones de inconstitucionalidad
2.536/1994 y 2.859/1994. En relación. res­
pectivamente. con el arto 2.2 de la Ley Orgá­
nica 4/1992. de 5 de junio. sobre reforma
de la Ley Reguladora de la Competencia y
el Procedimiento de los Juzgados de Menores,
que da una nueva redacción al arto 15. 1 de
la Ley de los Tribunales de Menores. aprobada
por Decreto de 11 de junio de 1948.

El Pleno del Tribunal Constitucional. compuesto por
don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer. Presidente;
don Fernando García-Mon y González-Regueral. don Car­
los de la Vega Benayas. don Eugenio Diaz Eimil. don
Vicente Gimeno Sendra. don José Gabaldón López. don
Rafael de Mendizábal Allende. don Julio Diego González
Campos. don Pedro Cruz Villalón y (lon Caries Viver
Pi-Sunyer. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente
SENTENCIA

En las cuestiones de inconstitucionalidad. acumula­
das. núms. 2.536/94 y 2.859/94. promovidas. respec­
tivamente. por el Juzgado de Menores de Vitoria. contra
el arto 2.2 de la Ley Orgánica 4/1992. de 5 de junio.
sobre reforma de la Ley Reguladora de la Competencia
y el Procedimiento de los Juzgados de Menores. que
da una nueva redacción al arto 15.1 de la Ley de los
Tribunales de Menores. aprobada por Decreto de 11
de junio de 1948 [que a partir de la Ley impugnada
se denomina Ley Orgánica Reguladora de la Competen­
cia y el Procedimiento de los Juzgados de Menores
(L.O.R.C.P.J.M.)]. y por el Juzgado de Menores núm. 2
de Valencia contra las reglas 13.". 14.". 15.". 16."
y 17." del mismo arto 15.1. Han sido partes el Gobierno
de la Nación. representado por el Abogado del Estado.
y el Fiscal General del Estado. Ha sido Ponente el Magis­
trado don Vicente Gimeno Sendra.

l. Antecedentes

1. Con fecha 14 de julio de 1994 tuvo entrada en
este Tribunal Constitucional un Auto. de fecha 5 de julio
de 1994. del Juzgado de Menores de Vitoria. dictado
en el expediente tramitado bajo el núm. 162/93. en
el que aparece implicado el menor Neftali Martínez
Gallardo. por el que se decide elevar cuestión de incons­
titucionalidad a fin de que se resuelva si el arto 2.2 de
la L.O. 4/'1992. en la nueva redacción que da al
arto 15.1 de la Ley de los Tribunales de Menores. apro­
bada por Decreto de 11 de junio de 1948. denominada
por la Ley impugnada Ley Orgánica Reguladora de la
Competencia y el Procedimiento de los Juzgados de
Menores (L.O.R.C.P.J.M.). es contrario a la Constitución.
por .cuanto el procedimiento regulado en este precepto
vulneraría el derecho a un proceso con todas las garan­
tías. en su aspecto del derecho a un Juez imparcial.
consagrado en el arto 24.2 C.E.. el cual se infringe. con­
forme al Tribunal Europeo de Derechos Humanos. tanto
cuando el Juez encargado de la decisión lleva o ha lle­
vado a cabo una investigación directa de los hechos.
esto es. ha intervenido en la instrucción (supuesto fáctico
del caso De Cubber. Sentencia del T.E.D.H. de 26 de
octubre de 1984). como si se ha producido una inter­
vención indirecta en la instrucción que permita un cono­
cimiento anticipado de los hechos. de suerte que el órga­
no judicial decisorio pueda formarse una opinión previa.
un prejuicio sobre los mismos. situación contemplada
poi el caso Piersack (Sentencia del T.E.D.H. de 1 de
octubre de 1982).
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La decisión del proceso depende de la validez de
la norma en cuestión, pues si la norma no es incons­
titucional. el proponente deberá dictar «resolución», y
si fuera inconstitucional, por vulnerar el derecho a un
proceso con todas las garantras, no se podrra dictar tal
«resolución» por el proponente y debería ser otro Juez
el que resolviera este expediente.

Tras analizar la doctrina del propio Tribunal Cons­
titucional sobre la necesidad de salvaguardar en el pro­
ceso de menores las garantías o derechos fundamentales
previstos en el arto 24.2 C.E.. y la normativa internacional.
sostiene el órgano judicial proponente que ambas se
caracterizan por propugnar la aplicación en el proce­
dimiento de menores de las mismas garantías del pro­
ceso penal común, según se deduce de los criterios inter­
pretativos dados por las Reglas Mínimas para la Admi­
nistración de Justicia de Menores (Reglas de Beijing),
de 29 de noviembre de 1985; las Reglas para la pro­
tección de menores privados de libertad, de 14 de
diciembre de 1990, y las Directrices para la delincuencia
juvenil (Directrices de Riad), de 14 de diciembre de 1990;
normas que tienen también su entrada en el ordena­
miento jurídico español a través del art. 10.2 C.E.

A la luz de la doctrina mencionada, es preciso estudiar
la norma cuestionada. Examinando abstractamente el
arto 15.1 de la Ley Orgánica Reguladora de la Compe­
tencia y el Procedimiento de los Juzgados de Menores,
se comprueba que tal ha sido la intención del legislador,
según se hace constar en la Exposición de Motivos de
la L.O. 4/1992. Ahora bien, a pesar de este designio,
el Fiscal puede solicitar del Juez de Menores la adopción
de medidas cautelares para la protección y custodia del
menor, y aquél acordará las medidas que estime nece­
sarias tomando en consideración el interés del menor.
Antes de la solicitud al Juez de Menores para la adopción
de una medida cautelar ha de existir un acto de impu­
tación, al menos ideal por parte del Ministerio Fiscal.
que observa que puede acusar a un menor de la comisión
de un hecho de los comprendidos en el art. 9, núm. 1.
Pues bien, el Juez de Menores sólo podrá adoptar una
medida cautelar de protección y custodia cuando, previo
examen de lo actuado, compruebe que efectivamente
el menor para quien se pide la protección o custodia
ha sido correctamente imputado, es decir, que ha come­
tido, prima faeie, un acto delictivo. Nuestro ordenamiento
jurídico ha querido que las medidas de protección y cus­
todia (cautelares o no) de menores no delincuentes (con

. todas las reservas para esta denominación) sean toma­
das por el organismo público correspondiente (en Alava,
por ejemplo, la Diputación Foral), o eventualmente por
el Juez de Primera Instancia o Familia allf donde exista.

Una vez que resulte la imputación del menor de un
hecho incluido en el núm. 1 del arto 9, el Fiscal requiere
del equipo técnico un informe, y si éste, a la vista de
dicho informe, no considera que deben concluir las actua­
ciones, solicitará del Juez de Menores la celebración
de una comparecencia, en la cual ha de informar el Juez
al menor de los hechos, de su derecho a no prestar
declaración y a no reconocerse autor de los hechos,
y de su derecho a ser asistido por un Abogado, y, lo
que es más determinante, el menor puede ser interro­
gado por el Juez de Menores. Esta comparecencia tiene
el mismo fin, al menos, que la citación, que en calidad
de imputado con posterior lectura de los derechos fun­
damentales y los previstos en el arto 520 L.E.Crim.. se
ha de llevar a cabo en el procedimiento abreviado.

Si el Juez de Menores ha de informar al menor de
los hechos objeto de imputación si aquél puede formular
preguntas al menor, etc., se ha de aceptar que el Juez
de Menores tiene que conocer antes de este acto los
hechos y las actuaciones practicadas por el Ministerio
Fiscal y que ese dato y el interrogatorio personal o de
otras partes puede generar en el Juez prejuicios y pre­
venciones sobre la culpabilidad del menor, ya que ha

estado en contacto con el material probatorio ya efec­
tuado y con lo que se practique en el acto.

Sólo en caso de que no se haya adoptado una medida
de protección o de internamiento (u otra diligencia que
no pueda realizar el Fiscal), que, por tanto, el primer
momento en que conozca los hechos y lo actuado el
Juez de Menores sea la comparecencia y que, en fin,
que el proceso termine conforme a las reglas 7." y 8:",
9." y 11." (es decir, pidiendo la amonestación y acor­
dándose o no, o interesándose otra de las posibles peti­
ciones previstas en la regla 8." y tomándose cualquier
decisión que no sea la apertura de la audiencia), úni­
camente en este supuesto la imparcialidad del Juez de
Menores no estará comprometida.

Lo más destacable, hasta el punto de ser decisivo,
reside en el hecho de que es el Juez de Menores, que
luego ha de enjuiciar el comportamiento del menor,
según hemos expuesto, en la audiencia (reglas 16."
y 17."), el que, a la vista de la petición del Fiscal, for­
mulada en el escrito de alegaciones (reglas 8." y 10."),
ha de valorar si se ha de celebrar la audiencia, verdadero
juicio oral. según se desprende de una simple lectura
de las citadas reglas decimosexta y decimoséptima. El
Auto que decrete la apertura de la audiencia, que no
es sino una reproducción en el proceso de menores del
Auto de apertura del juicio oral en el procedimiento abre­
viado, no es un mero Auto de ordenación formal del
proceso, tiene como fundamento una imputación de un
hecho delictivo al menor, y contiene o ha de contener
un Juicio anticipado y provisional sobre los hechos que,
posteriormente, el Juez de Menores está llevado a sen­
tenciar, como indicó, respecto de este último proceso,
la ya expuesta STC 170/1993.

En este proceso de menores, es el mismo «Juez de
lo Penah. (o la Audiencia) el que dicta el Auto que permite
el análisis del comportamiento del menor posteriormente
en la audiencia o juicio oral. Es el Juez de Menores
el que debe examinar si en los hechos concurren indicios
racionales de haber sido cometidos por el menor y de
estar encuadrados en las Leyes penales y el que luego
en el juicio oral comprueba si esos indicios se han plas­
mado en verdadera prueba de cargo, que permita even­
tualmente una condena.

Además de dictar el Auto de apertura de la audiencia,
ha adoptado una medida de protección o el internamien­
to en relación a un menor, y le ha ordo o interrogado
en la fase que podría llamarse ínstructora, en la com­
parecencia, por ello, sin ningún género de dudas, los
prejuicios y prevenciones que el Juez de Menores tendrá
le imposibilitan ser imparcial en el momento de la audien­
cia. Se podrá argumentar que el Juez de Menores se
podría abstener o ser recusado, de acuerdo con lo dis­
puesto en la L.O.P.J. ¡arts. 219 y 220). Pero tal razo­
namiento es inadmisib e.

La relación de motivos de recusación (abstención)
del arto 219 L.O.P.J. tiene el carácter de numerus clausus,
no estando previsto el supuesto que ahora nos ocupa.
Sin embargo, en el caso, el Ministerio Fiscal solicitó,
después de haber abierto ya dos expedientes contra el
menor, que se acordara el internamiento cautelar. Se
puede deducir que el proponente valoró indiciariamente
la responsabilidad penal del menor y le consideró en
esa ponderación inicial como posible autor de varias
infracciones. El menor, después de ser informado de sus
derechos, fue interrogado por el Ministerio Fiscal y reco­
noció, ante la presencia del Juez, que había participado
en algún robo con fuerza en las cosas, en concreto, en
robos en varios bares forzando la persiana. En el acto
de la audiencia, las partes, esto es, el Ministerio Fiscal
y el menor asistido de su Abogada, llegaron a un acuerdo
sobre la medida a imponer y el plazo durante el cual
estaría sometido a la misma, después de reconocer,
como ya lo habra hecho anteriormente, su amplia par­
ticipación en hechos recogidos en el Código Penal.
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El proponente ha conocido desde el principio el mate­
rial incriminatorio y ha estado en contacto permanente
con las pruebas y. por las razones aducidas en anteriores
razonamientos. considera que si dictara Sentencia esta­
ría vulnerando el derecho al Juez imparcial consagrado
en el arto 24.2 C.E.

No siendo posible la abstención. el Tribunal Cons­
titucional ha de decidir si en este caso concreto se ha
producido. debido a la aplicación de la Ley cuestionada.
una contaminación del Juez proponente que le impide
resolver este expediente, si quiere respetar el derecho
a un Juez imparcial. el derecho a un proceso con todas
las garantías. en los términos expuestos. o si, por el
contrario, no es admisible esa motivación y, por ende.
si el procedimiento, en este supuesto específico. no que­
branta ese derecho fundamental, pudiendo, en conse­
cuencia, resolver sin ningún obstáculo en este sentido.

2. La Sección Primera del Pleno del Tribunal, por
providencia de 20 de septiembre de 1994, acordó admi­
tir a trámite la cuestión planteada, dar traslado de las
actuaciones recibidas, conforme establece el arto 37.2
LOTC, al Congreso de los Diputados y al Senado, por
conducto de sus Presidentes. al Gobierno. por conducto
del Ministerio de Justicia e Interior y al Fiscal General
del Estado al objeto de que, en el improrrogable plazo
de quince días. pudieran personarse en el proceso y
formular las alegaciones que estimaren convenientes.
así como publicar la incoación de la cuestión en el «Bo­
letín Oficial del Estado».

3. El Abogado del Estado, mediante escrito presen­
tado en el Registro con fecha 29 de septiembre de 1994,
evacuó el trámite concedido. personándose en nombre
del Gobierno de la Nación. haciéndolo al propio tiempo,
en la cuestión de inconstitucionalidad núm. 2.859/94
planteada por el Juzgado de Menores de Valencia, soli­
citando la acumulación de ambas al concurrir en ellas
los requisitos exigidos en el arto 83 LOTC, con suspensión
del plazo para formular alegaciones, ya que las dos cues­
tiones de inconstitucionalidad se promovían en relación
con el mismo precepto legal. el arto 2.2 de la L.O. 4/1992.
de 5 de junio; en la nueva redacción que da al arto 15
de la L.O.R.C.P.J.M., y se fundaban en argumentos simi­
lares. al sostenerse por los Juzgados promotores que
el arto 15 cuestionado «vulneraría el derecho a un pro­
ceso con todas las garantías. en su aspecto del derecho
a un Juez imparciah•.

4. En escrito presentado el 30 de septiembre de
1994. la Presidencia del Congreso de los Diputados
comunicó que la Mesa de la Diputación Permanente
había acordado no personarse en el procedimiento ni
formular alegaciones. En el mismo sentido se pronunció
la Presidencia del Senado. por escrito presentado el 30
de septiembre de 1994.

5. Mediante escrito presentado el 21 de octubre
de 1994. el Fiscal General del Estado se personó en
el procedimiento, despachando, al propio tiempo, el trá­
mite conferido para alegaciones y, en síntesis. manifestó
que el derecho al Juez imparcial ha sido encuadrado
por nuestro Tribunal Constitucional entre los derechos
fundamentales de la persona, aunque no siempre con
la misma cobertura. Recordaba al efecto que hasta 1987
la jurisprudencia ha considerado que la imparcialidad
judicial formaba parte del derecho fundamental al Juez
ordinario predeterminado por la Ley que se estatuye en
el arto 24.2 C.E.. A partir de 1987, y desde la STC
113/1987, el Tribunal Constitucional incluye el derecho
al Juez imparcial en el derecho fundamental a un proceso
con todas las garantías (art. 24.2 C.E.).

La Ley Orgánica 4/1992, de 5 de junio. que reformó
algunos artículos. l{ entre ellos el 15 que ahora se cues­
tiona, de la L.O.R.C.P.J.M., en su Exposición de Motivos

hace dos afirmaciones: el sistema de garantías proce­
sales se aplica en su conjunto al proceso de menores,
y en concreto, en el proceso de menores, rige el derecho
al Juez imparcial. Asr se desprende también del arto 40.2,
b), iii), de la Convención de las Naciones Unidas sobre
Derechos del Niño de 20 de noviembre de 1989, rati­
ficada el 30 de noviembre de 1990 (<<Boletín Oficial del
Estado» de 31 de diciembre de 1990), pues establece
que «todo niño del que se alegue que ha infringido las
leyes penales...se le garantice que la causa será dirimida
por una autoridad judicial ... imparciah.; de las reglas
de Beijing sobre la Administración de Justicia de Meno­
res (1985); de las Directrices de Riad sobre delincuencia
juvenil (1990), y de las SSTC 71/1990. 36/1991 (fun­
damento jurídico 6.0

) y 233/1993, entre otras. Y un
pronunciamiento semejante se contiene en el arto 6.1
del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos
Humanos y Libertades Fundamentales, y en el arto 10
de la Declaración Universal de los Derechos Humanos
(D.U.D.H.), o en el arto 14.1 del Pacto Internacional de
Derechos Civiles y Políticos (P.I.D.C.P.).

La doctrina del T.E.D.H. se puede concretar, por lo
que ahora nos interesa, en los siguientes puntos:

a) No debe hacerse una interpretación restrictiva
de la garantía de imparcialidad judicial.

b) Se distinguen dos clases de imparcialidad: la sub­
jetiva (ausencia de prejuicios o parcialidades de un Juez
concreto con un caso concreto) (casos De Cubber y Pier­
sack), la cual se preSUliJle siempre salvo prueba en con­
trario (informe de la C.E.D.H.• caso Hauschildt), y la obje­
tiva o funcional, que hace relación a las garantías que
el órgano judicial ofrece para excluir cualquier duda razo­
nable sobre su imparcialidad por consideraciones de
carácter funcional u orgánico. Esta última se puede con­
siderar comprometida cuando el Juez encargado de la
decisión realiza o ha realizado una investigación directa
de los hechos y ha intervenido directamente en la ins­
trucción. esto es, cuando se confunden en una misma
persona las funciones de instructor y juzgador. o cuando
el Juez que ha de decidir ha tenido una intervención
indirecta en la instrucción, la ha supervisado o inter­
venido como Fiscal en ella (caso Piersack).

El concepto de un Tribunal imparcial no se debe inter­
pretar en abstracto. No toda intervención del Juez antes
de la vista o juicio oral tiene carácter de instrucción.
«Es necesario llevar a cabo una interpretación más mate­
rial que formal. y analizárse pues las circunstancias
concretas de cada caso para poder asegurar si un deter­
minado asunto ha sido juzgado por un Tribunal impar­
cial».

NuestrQ Tribunal Constitucional sigue en términos
generales la doctrina del T.E.D.H. y de la C.E.D.H., tanto
respecto a la distinción entre imparcialidad subjetiva y
objetiva como en el análisis particularizado de esta
última.

Atendiendo a ésta doctrina y al hilo conductor que
la entrelaza es posible afirmar que han de tener la con­
sideración de actos instructorios aquellos que, no siendo
de mera ordenación formal del proceso, ponen al Juez
en contacto directo con el material probatorio para efec­
tuar de alguna manera una valoración del mismo que
predisponga o pueda predisponer su ánimo con respecto
al imputado, lo que en ocasiones puede ocurrir también
cuando esa toma de postura viene determinada por una
relación indirecta del Juez con la prueba.

Al examinar el arto 15.1 de la L.O.R.C.P.J.M.. en la
nueva redacción operada por el arto 2.2 de la L.O.
4/1992. lo primero que llama la atención es que es
el mismo Juez que interviene en las dElcisiones más
importantes de la instrucción y de la que pudiéramos
llamar fase intermedia, el que después ha de adoptar
las resoluciones definitivas.
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Así. según la regla 2.". penúltimo inciso. el Juez. para
tomar cualquiera de las decisiones enunciadas en la nor­
ma y. en concreto. para acordar un internamiento pro­
visional. ha de efectuar una valoración de las actuacio­
nes. La regla 5." dice que el Juez acordará las medidas
cautelares que estime necesarias. tomando en conside­
ración el interés del menor. y añade: «El Juez. a la vista
de la gravedad de los hechos. su repercusión y las cir­
cunstancias personales y sociales del menor. podrá acor­
dar el internamiento de éste en un Centro cerrado» (la
STC 320/1993 considera actividad instructora la adop­
ción de medidas cautelares).

En la regla 6." el Juez nuevamente se ve obligado
a valorar el material probatorio. dados los términos
empleados por el legislador (<<podrá»). lo que implica
valoración previa y. sobre todo. si el Juez hace uso de
su derecho a interrogar (búsqueda de la verdad). puede
decirse que está en contacto directo con la instrucción.
En este sentido. la STC 170/1993 considera los actos
de imputación penal como verdaderos actos instructores
y no de mera ordenación formal del proceso.

La regla 7." otorga de nuevo al Juez la opción. a
la vista de la comparecencia. de decidirse por la ter­
minación del expediente. acordando la amonestación al
menor; o por la celebración de la audiencia. el sobre­
seimiento o cualquiera de las resoluciones a que se refie­
re la regla 11.". La. decisión del Juez para acordar o
no la celebración de la audiencia (verdadera apertura
del juicio oral) exige de éste una valoración del material
probatorio. puesto que por mucha correlación que se
quiera ver entre la petición del Fiscal de apertura de
audiencia (regla 10.") Y la decisión del Juez de ordenar
su celebración (regla 11."). esta decisión no es auto­
mática.

Consiguientemente. la decisión del Juez respecto a
la apertura de la audiencia no es tampoco un mero acto
de ordenación del proceso. sino una decisión valorativa
basada en el examen del material probatorio (recorde­
mos la citada STC 170/1993).

En el acto de la audiencia. la regla 16." del precepto
cuestionado establece que el Juez preguntará al menor
si se manifiesta autor de los hechos que le imputa el
Fiscal y. en tal caso. si se muestra conforme con la medi­
da solicitada por el Ministerio Fiscal. Y añade: «Si diese
su conformidad. con asistencia de su Abogado. el Juez.
oído. si lo considera pertinente. un miembro del equipo
técnico. dictará Acuerdo de conformidad con la petición
del Ministerio Fiscal». En caso de no conformarse el
menor. concluye la regla 17." que se practicará la prueba
y despues el Juez oirá al Fiscal. al Abogado. al miembro
del equipo técnico. si lo considera conveniente. así como
al menor. Por tanto. se trata de una resolución que el
Juez deberá dictar después de la audiencia. y a con­
secuencia de ella. resolución que equivale a la Sentencia
penal.

En el asunto concreto que examinamos. el menor
no se ha conformado y. por tanto. el problema consiste
en determinar si la ley. en este caso. permite al Juez
que ha de dictar «resolución» mantenerse en situación
de imparcialidad objetiva o. por el contrario. le conduce
necesariamente hacia un contacto con la prueba que
le impide después. al resolver. tener esa apariencia de
imparcialidad que exige el arto 24.2 C.E.

El mismo Juez que ha decretado el internamiento
provisional. que ha decidido señalar la comparecencia.
que ha valorado en varias ocasiones las pruebas prac­
ticadas. como indicamos antes. y que ha resuelto abrir
la audiencia. no se encuentra en condiciones objetivas
de imparcialidad para dictar «resolución». En este sen­
tido. la determinación de que sea el mismo Juez que
ha intervenido en la instrucción el que deba resolver el
caso es contraria al derecho que consa~ra el art. 24.2 c.E.

Considera. pues. el Ministerio Público que es incons­
titucional el que el mismo Juez de Menores que inter-

viene en el proceso sea después el que haya de adoptar
la «resolución» final a que se refiere el arto 16 de la
L.O.R.C.P.J.M. (reformado por L.O. 4/1992). por lo que.
para ser consecuentes con el juicio de relevancia que
en este asunto ha determinado al Juez a plantear la
cuestión. interesa que se declare inconstitucional no todo
el arto 15.1. sino únicamente las reglas 13.". 14.". 15."
Y 17." del mismo. así como el arto 16.1. 2 Y 3. al estar
vinculada la resolución del expediente a la presencia
del mismo Juez en la audiencia.

Ahora bien. del arto 39.1 de la LOTC se deduce que
le es· posible al Tribunal Constitucional ir todavía más
lejos en la Sentencia que dicte. al tener evidente
conexión las reglas cuya inconstitucionalidad se cues­
tiona. de una parte. con el arto 16 de la L.O.R.C.P.J.M.•
que por esa razón será igualmente inconstitucional. y.
de otra. con la regla 7.".1 del arto 15.1. en la que se
autoriza al Juez para que, tras la comparecencia. pueda
adoptar una medida de amonestación. dando por con­
cluido el expediente, y con la regla 16." del mismo
arto 15.1. en la que se prevé la conformidad del menor
y el correspondiente Acuerdo en ese sentido.

Por otrosí. el Ministerio Fiscal solicitó la acumulación
de la cuestión de inconstitucionalidad núms. 2.859/94
a la 2.536/94. dada la conexión que existe entre los
objetos de ambas, así como la relevancia que su enjui­
ciamiento unitario tiene en la futura decisión.

6. Con fecha 4 de agosto de 1994 fue registrado
en este Tribunal Auto. de fecha 4 de julio de 1994.
del Juzgado de Menores núm. 2 de Valencia. dimanante
del expediente núm. 381/93. relativo al menor Jaime
López de la Osada. planteando ante este Tribunal cues­
tión de inconstitucionalidad de las reglas 13.". 14.". 15.".
16." y 17." del arto 15 de la vigente Ley Orgánica Regu­
ladora de la Competencia y el Procedimiento de los Juz­
gados de Menores. según la redacción de la L.O. 4/1992.
de 5 de junio. en tanto son contrarias al arto 24 C.E.
al vulnerar el derecho que este último otorga al menor
expedientado a obtener la tutela judicial efectiva de un
Juez objetivamente imparcial.

En la opinión del órgano judicial proponente. el legis­
lador promulgó la Ley Orgánica 4/1992. de 5 de junio.
reguladora de la Competencia y el Procedimiento de los
Juzgados de Menores. estatuyendo un proceso que. no
obstante sus especialidades por razón de los sujetos del
mismo. como razona su exposición de motivos. trata
de hacer extensible al menor todas las garantías jurídicas
derivadas y proclamadas en nuestro ordenamiento
constitucional.. .

Sin embargo, el legislador no ha sabido salvaguardar.
de forma adecuada. el principio que impone y proclama
la imparcialidad del /·uzgador. toda vez que la misma
no se preserva por e simple y mero hecho de conferir
u otorgar al Ministerio Fiscal la dirección de la inves­
tigación y la iniciativa procesal. por cuanto que a dicho
Ministerio no se le atribuyen facultades decisorias y, por
el contrario. éstas continúan teniéndolas el Juez de
Menores que, al decidir, no está vinculado por la pro­
puesta o petición del Ministerio Fiscal. Como base de
su tesis cita. también. la jurisprudencia del T.E.O.H. a
que antes se ha hecho referencia. y la propia jurispru­
dencia española. tanto la emanada del Tribunal Cons­
titucional como la pronunciada por la Sala Segunda del
Tribunal Supremo, que consideran como circunstancia
relevante que quiebra el derecho de todo ciudada.no a
ser juzgado por un Tribunal imparcial. la acumulación
en una misma persona de las funciones de instrucción
y decisión. con lo que se ha llevado a sus últimas con­
secuencias el principio de que «el que instruye. no falla».

La nueva Ley no logra preservar dicha imparcialidad.
toda vez que sus preceptos atribuyen al Juez de Menores
la realización de diligencias de instrucción y la adopción
de las decisiones fundamentales de la fase instructora.
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Dicha Ley otorga al Juez de Menores la competencia
para practicar aquellas diligencias probatorias que no
puede practicar por sí mismo el Ministerio Fiscal (incluso
para la práctica de los reconocimientos en rueda, etc.),
y desde luego para. a solicitud del Ministerio Fiscal. acor­
dar el internamiento provisional o cautelar del menor,
previa su audiencia, medida que debe durar el tiempo
imprescindible y que debe ser modificada o ratificada
por el Juez transcurrido el plazo máxi¡no previsto. Todo
lo cual debe decidirlo, además, a la vista de la gravedad
de los hechos, su repercusión y en atenéión a las cir­
cunstancias personales y sociales de dicho menor.

Por tanto, encomendar y atribuir al propio Juez de
Menores que adopta las decisiones de la fase instructora,
también la competencia para la celebración de la audien­
cia (equivalente al juicio oral), vulnera y conculca el dere­
cho constitucional del menor a obtener la tutela judicial
efectiva de un Juez objetivamente imparcial, tal y como
se concibe la imparcialidad objetiva por la jurisprudencia
del Tribunal Supremo, según antes se ha puesto de
manifiesto.

Es obvio, pues, que en el presente caso concurren
todos los requisitos y condiciones que son precisos para
la procedencia del planteamiento de la cuestión de
inconstitucionalidad y debe, por com,iguiente, declararse
la inconstitucionalidad de dichas reglas 13." a 17." del
arto 15, en cuanto atribuyen la competencia para celebrar
la audiencia y decidir al mismo Juez al que vienen atri­
buidas las competencias de dictar las decisiones propias
de la fase instructora, según se previene y establece
en las reglas 4." a 12." del propio arto 15.

7. La Sección Segunda del Pleno del Tribunal, por
resolución de fecha 27 de septiembre de 1994, acordó
admitir a trámite la cuestión de inconstitucionalidad plan­
teada por el Juzgado de Menores núm. 2 de Valencia,
dar traslado de las actuaciones recibidas al Congreso
de los Diputados y al Senado, por conducto de sus Pre­
sidentes; al Gobierno, por conducto del Ministerio de
Justicia e Interior, y al Fiscal General del Estado, al objeto
de que, en el plazo de quince días, pudieran personarse
en el proceso y formular las alegaciones que estimaren
convenientes, así como publicar la incoación de la cues­
tión en el ..Boletín Oficial del Estado».

8. En escrito presentado el 6 de octubre de 1994,
la Presidencia del Congreso de los Diputados comunicó
que la Mesa de la Diputación Permanente había acor­
dado no personarse en el procedimiento ni formular ale­
gaciones, no obstante lo cual se ponían a disposición
del Tribunal las actuaciones de la Cámara que pudiese
precisar. Idéntico comunicado realizó la Presidencia del
Senado, por escrito presentado el 6 de octubre de 1994.

9. El Fiscal General del Estado. mediante escrito
registrado con fecha 21 de octubre de 1994, se personó'
en el procedimiento, despachando el trámite de alega­
ciones conferido en el cual y, tras hacer una sucinta
relación de los hechos, reiteró y ratificó los argumentos
y fundamentos de Derecho relacionados en su escrito
de alegaciones formuladas en la cuestión de inconsti­
tucionalidad núm. 2.536/94, así como la petición de
acumulación de las mismas.

10. El Pleno del Tribunal por Auto. de fecha .15 de
noviembre de 1994. acordó acumular la cuestión de
inconstitucionalidad núm. 2.859/94, planteada por el
Juzgado de Menores núm. 2 de Valencia, a la registrada
con el núm. 2.536/94, planteada por el Juzgado de
Menores de Vitoria, concediéndose un plazo de quince
días al Abogado del Estado para que pudiera presentar
las alegaCiones que estimase oportunas en relación con
las cuestiones acumuladas.

11. El Abogado del Estado, mediante escrito pre­
sentado con fecha 2 de diciembre de 1994, evacuó el
trámite de alegaciones conferido y. en síntesis. manifestó
que las dos cuestiones de inconstitucionalidad plantean,
con apoyo en argumentos muy similares, la posible
inconstitucionalidad de determinadas reglas del arto 15
de la Ley Orgánica Reguladora de la Competencia y el
Procedimiento de los Juzgados de Menores. Así, aunque
el Auto de planteamiento del Juzgado de Menores de
Vitoria no concreta las específicas reglas a las que imputa
la supuesta vulneración del derecho a un Juez imparcial.
sin embargo. su razonamiento discurre paralelo al con­
tenido en el Auto del Juzgado de Menores núm. 2 de
Valencia, en el que la cuestión de inconstitucionalidad
se ciñe a las reglas 13.", 14.". 15.", 16." y 17." del
arto 15 L.O.R.C.P.J.M.

En rigor. es sólo un aspecto concreto de estas reglas
el cuestionado. El problema suscitado consiste en desen­
trañar si es o no compatible con la garantía de un Juez
imparcial, que debe presidir el procedimiento correctivo
y reformador de menores, que el mismo Juez llamado
a dictar la resolución o Acuerdo que ponga término al
procedimiento sea el encargado de adoptar las medidas
provisionales previstas en la regla 5.", asistir a la com­
parecencia prevista en la regla 6." y acordar, en su caso,
la celebración de la audiencia.

Este es el concreto punto discutido. que no permite
proyectar la duda de constitucionalidad que alienta en
los Autos /:le planteamiento sobre la totalidad de las
reglas del artículo, sino sólo y exclusivamente sobre un
concreto aspecto de las mismas: la circunstancia de que
el Juez de Menores allte el que. en su caso, se celebre
la audiencia y deba dictar la resolución o Acuerdo que
ponga término al proceso sea el mismo que haya adop­
tado medidas cautelares y celebrado la comparecencia

.prevista en la LO.R.C.P.J.M.
Es preciso depurar con mayor profundidad los tér­

minos en que se plantea la cuestión por el Juzgado de
Menores de Vitoria para apreciar si concurre o no el
requisito de la relevancia. que permita al Tribunal aco­
meter el enjuiciamiento que se solicita.

El juicio de relevancia o esquema argumental del que
resulte que el fallo del proceso a qua depende de la
validez o la falta de validez del precepto cuestionado
debe encontrarse suficientemente exteriorizado y ser
consistente. De manera que, cuando sin necesidad de
un análisis de fondo. resulte inaceptable la argumen­
tación de relevancia expresada en el Auto procederá
declarar la inadmisibilidad de la cuestión o, en esta fase,
su desestimación sin llegar a pronunciarse sobré el fondo
(STC 106/1986, fundamentos jurldicos 1.° y 3.°).

En el p(oceso a qua conocido por el Juzgado de Meno­
res de Vitoria. consta que el menor reconoció los hechos
del escrito de alegaciones y se conformó con la petición
realizada por el Ministerio Fiscal. Concurriendo esta cir­
cunstancia, como el Juez a qua reconoce, el Juez de
Menores sólo puede, por expreso imperativo legal. dictar
«Acuerdo de conformidad con la petición del Ministerio
Fiscal» (regla 16.").

En estos casos, no incumbe al Juez de Menores rea­
lizar ninguna apreciación del material probatorio obrante
en autos ni adoptar ninguna decisión que pudiera verse
influida por sus intervenciones antariores en el proce­
dimiento. Cuando el menor se manifiesta autor de los
hechos y se muestra conforme con la medida solicitada
por el Ministerio Fiscal. el Juez se limitará a dictar Acuer­
do de conformidad con la petición del Ministerio Fiscal.

Queda asl demostrado que falta en la cuestión pro­
movida por el Juzgado de Menores de Vitoria al requisito
de la relevancia. En esta fase, la apreciación de esta
circunstancia debe conducir a la desestimación, por ese
sólo motivo previo, de la cuestión de inconstitucionalidad
planteada.
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En general. los Jueces cuestionantes rechazan que
pueda asignarse al mismo Juez de Menores la «adopción
del Acuerdo o resolución que pone fin a la audiencia»
y las siguientes actuaciones.

La formulación contenida en los Autos parte de un
presupuesto que no cabe discutir: como este Tribunal
ha declarado reiteradamente, «los derechos fundamen­
tales que consagra el arto 24 C.E. han de ser respetados
también en el proceso seguido contra menores a efectos
penales (STC 36/1991, fundamento jurídico 6.°, y
STC 211/1993, fundamento jurídico 4.°), con inclusión
del derecho a un Juez imparcial, que "excluye la posi­
bilidad en que el Juez mismo asuma la acusación"
(STC 36/1991, fundamento jurídico 6.°)>>.

Lo anterior, no obstante, en el procedimiento previsto
en la L.O.R.C.P.J.M. se cumplen las citadas exigencias
constitucionales, pues es preciso puntualizar que el
alcance de la llamada «imparcialidad objetiva», sobre
la que hasta ahora se ha debatido, implica, en opinión
de la representación del Estado, que se evite que, con
anterioridad a la decisión que ponga término al proceso,
se haya formado el Juez una previa opinión sobre el
asunto (STC 138/1994). Lo que la Constitución prohíbe
es, pues; que la función sentenciadora y la actividad
instructora de contenido inquisitivo correspondan al mis­
mo Juez o Tribunal, pero no impide la·previa intervención
del Juez en actividades de simple ordenación del pro­
ceso, orientación del debate, información a las partes,
etcétera (STC 56/1994).

Pues bien, la L.O.R.C.P.J.M. deslinda las meras fun­
ciones instructoras, con cargo al Ministerio Fiscal. de
la fase de conocimiento, que corresponde al Juez. Las
actuaciones que en los autos de planteamiento se con­
sideran incompatibles con la garantía de imparcialidad
no tienen ninguna virtualidad instructora o de' investi­
gación, sino que tratan de ordenar el proceso con miras
a la protección del menor. Así se desprende del examen
p'articularizado de cada una de las reglas cuestionadas.

a) La regla 5.·, en cuanto atribuye al Juez la facultad
de adoptar medidas cautelares para la protección y cus­
todi.. del menor, participa de una orientación protectora

.de éste, y el mismo rasgo es posible hallarlo en la medida
de internamiento, como se 'desprende de la doctrina sen­
tada en la STC 233/1993. La adopción de estas medi­
das, por tanto, no exige ninguna actuación inquisitiva
o de investigación que pueda «contaminan> al Juez de
Menores llamado a adoptar, bien el Acuerdo de rati­
ficación de la petición del Ministerio Fiscal (regla 16."),
o el Acuerdo que ponga término al procedimiento.

b) Esta misma función intuitiva gura la comparecen­
cia prevista en la regla 6." del arto 15.

Por todo lo anterior expresa su parecer contrario a
que se estimen 'las cuestiones de inconstitucionalidad
propuestas por los Juzgados de Menores de Vitoria y
Valencia.

12. Por providencia de 15 de marzo de 1995 se
señaló para la deliberación y votación de la presente
Sentencia el siguiente día 17 del mismo mes y año.

11. Fundamentos jurídicos

1. Aun cuando formalmente la cuestión de incons­
titucionalidad que nos plantea el Juzgado núm. 2 de
Menores de Valencia se dirija contra las reglas 13."
a 17." del arto 15.1 de la L.O.R.C.P.J.M., en la nueva
redacción operada por el arto 2.2 de la L.O. 4/1992,
y el Juzgado de Menores de Vitoria efectúe otro tanto
con respecto a la totalidad del arto 15.1 de la citada
Ley, en realidad el objeto material de las presentes dudas
de inconstitucionalidad se contrae al de las reglas 2.·,
5.· Y 6." del arto 15.1, que contemplan la posibilidad
de que el Juez de Menores pueda disponer resoluciones

limitativas de los derechos fundamentales del menorcon­
tra quien se dirige el procedimiento, o practicar la com­
parecencia previa a la audiencia, y ese mismo Juez pue­
da, además, conocer de la fase de enjuiciamiento y de
decisión, facultades todas ellas que, en opinión de los
Jueces proponentes, podrían conculcar los derechos fun­
damentales al Juez legal imparcial y a un proceso con
todas las garantras del arto 24.2 de .la Constitución.

2. Pero, antes de entrar en el examen del fondo
de las presentes cuestiones, hay que dar respuesta a
la objeción formulada por la Abogada del Estado en
relación con la posible falta de relevancia de la cuestión
propuesta por el Juzgado de Menores de Vitoria.

Sostiene, al efecto, el Abogado del Estado que no
es posible afirmar, en el caso concreto, .que de la cons­
titucionalidad del precepto cuestionado dependa la vali­
dez de la resolución que pueda dictar el Juez, puesto
que el menor afectado, en el curso de la audiencia pre­
vista en el arto 15.1.16 L.O.R.C.P.J.M., había reconocido
su participación en los hechos sobre los que versaba
el procedimiento, y mostrado su conformidad con la
medida que podía serie impuesta. En estas circunstan­
cias, concluye la defensa del Estado, «el Juez de Menores
sólo puede, por expreso imperativo legal. dictar "Acuerdo
de conformidad con la petición 'del Ministerio Fiscar»,
sin que tenga que realizar ninguna apreciación .del mate­
rial probatorio ni adoptar' decisión que pudiera verse
inflUida por sus intervenciones anteriores en el pro-
cedimiento. .

La referida objeción procesal no puede ser acogida.
Al constituir las «Sentencias de conformidad» resolucio­
nes de fondo que producen la totalidad de los efectos
materiales de la cosa juzgada, es claro que han de dic­
tarse por un órgano jurisdiccional dotado de absoluta
independencia e imparcialidad (y de aquí que el
arto 789.5." de la L.E.Crim. haya desligado del Juez de
Instrucción y otorgado al de lo Penal la competencia
para conocer de la conformidad). Hace bien, por tanto,
el referido Juez de Menores en plantearnos la cuestión
de inconstitucionalidad, si entiende que, como conse­
cuencia de haber efectuado funciones instructoras, ha
perdido la imparcialidad necesaria para entender de la
conformidad, en la que, por lo demás, como afirma el
Juez proponente, no puede operar como un «autómata»,
sino, antes al contrario, ha de examinar la concurrencia
de los requisitos, formales y materiales, que condicionan
la validez de este medio anormal de finalización del pro­
cedimiento penal.

Como este Tribunal ha tenido reiteradas ocasiones
de sostener la potestad que le asiste de rechazar la cues­
tión de inconstitucionalidad cuando ésta sea «notoria­
mente infllndada», no le autoriza a sustituir al órgano
judicial «para determinar en qué medida depende el fallo
de la validez de la norma cuestionada, de forma que
-a los efectos de inadmisión que ahora se examinan-,
no cabe censurar ni el juicio sobre la aplicabilidad de
las normas que hace el Juez a qua, ni la interpretación
que de ellas se efectúa, en cuanto no sean manifies­
tamente irrazonables» (SSTC 4/1988, 19/1988,
36/1991, entre otras). Puesto que no existen indicios
de que sea manifiestamente irrazonable la interpretación
realizada por el Juez a qua de la norma cuestionada,
y puesto que ésta es la que autorizarla su actuación
en el proceso del que dimana la presente cuestión, es
claro que no procede admitir el motivo de inadmisión
planteado por el Abogado del Estado, debiendo, en con­
secuencia, entrarse a conocer del fondo del asunto.

3. Es doctrina reiterada de este Tribunal la de que
la imparcialidad del juzgador encuentra su protección
constitucional en el derecho fundamental a «un proceso
con .todas las garantlas» (SSTC 37/1982, 44/1985
Y 137/1994), pues la primera de ellas, sin cuya con­
currencia no puede siquiera hablarse de.la existencia
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de un proceso, es la de que el Juez o Tribunal. situado
supra partes y llamado a dirimir el conflicto, aparezca
institucionalmente dotado de independencia e impar­
cialidad.

Por esta razón, hemos declarado que las causas de
abstención y de recusación, en la actualidad contenidas
en los arts. 219 L.O.P.J., 188 a 233 L.E.C. y 58 a 83
L.E.Crim., al estar dirigidas a tutelar la imparcialidad del
juzgador, integran este derecho fundamental proclama­
do por el arto 24.2 C.E.

Una de las tales causas de abstención y de recusación
consiste precisamente en «haber actuado como instruc­
tor de la causa pena!» (art. 219.10 L.O.P.J.), la cual se
erige además en la principal exigencia del principio acu­
satorio, con respecto al cual también hemos afirmado
que se encuentra implícito en el referido derecho fun­
damental a un «proceso con todas las garantías» (SSTC
145/1988,164/1988,106/1989,55/1990,98/1990
Y151/1991).

En relación con este derecho fundamental a no ser
juzgado por quien ha sido previamente instructor de la
causa, tiene declarado este Tribunal que, debido a que
su finalidad consiste exclusivamente en evitar, por parte
del órgano jurisdiccional encargado de conocer del juicio
oral y de dietar Sentencia de determinados prejuicios
acerca de la culpabilidad del acusado (SSTC 145/1988,
1 68/1 988, 1 1/1 989, 106/1 989, _5 5/1 990
Y 113/1992), bien sea en la primera o en la segunda
instancia (STC 320/1993), dicho derecho lo es de la
exclusiva titularidad de la defensa, por lo que carece
de legitimación activa la acusación particular para pedir
su eventual restablecimiento (STC 136/1992). Asimis­
mo, y desde un punto de vista objetivo, también hemos
dicho que, al enmarcarse dentro de·las garantías esen­
ciales del proceso penal acusatorio, no es necesariamen­
te extensible a otros procesos de similar naturaleza como
es el caso del procl1dimiento administrativo sancionador
(STC 22/1990). ' .

En cualquier caso, la acumulación de funciones ins­
tructoras y sentenciadoras no pueae examinarse en abs­
tracto, sino que hay que descender a los casos concretos
y comprobar si se ha vulnerado efectivamente la impar­
cialidad del juzgador (STC 98/1990), debiéndose tener
muy en cuenta que no todo acto instructorio compro­
mete dicha imparcialidad, sino tan sólo aquellos que,
por asumir el Juez un juicio sobre la participación del
imputado en el hecho punible, puedan producir en su
ánimo determinados prejuicios sobre la culpabilidad del
acusado que lo inhabiliten para conocer de la fase de
juicio oral (SSTC 106/1989, 151/1991, 136/1992,
170 Y320/1993).

En estas últimas decisiones se ha resumido la juris­
prudencia de este Tribunal en los siguientes términos:
«Dicha doctrina se asienta sobre dos ideas esenciales:
de un lado, que el hecho de haber estado en contacto
con el material de hecho necesario para que se celebre
el juicio puede hacer nacer en el ánimo del Juez o Tri­
bunal sentenciador prejuicios y prevenciones respecto
de la culpabilidad del imputado, quebrándose así la
imparcialidad objetiva que intenta asegurar la separación
entre la función instructora y la juzgadora (por todas,
STC 145/1988, antes citada); de otro, será en cada
caso concreto donde habrá que determinar si se da o
no la apariencia de imparcialidad, pues es la investiga­
ción directa de los hechoS, con una función inquisitiva
dirigida frente a determinada persona, la que puede pro­
vocar en el ánimo del instructor prejuicios e impresiones
respecto del acusado que influyan a la hora de senten­
ciar» (STC 136/1992, fundamento jurídico 2.°).

4. Más explícita todavía, si cabe, ha sido la juris­
prudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos,
nacida con ocasión de la aplicación del derecho a ser
juzgado por un «Tribunal independiente e imparcial>.,

contenido en el arto 6.1 del Convenio Europeo para la
Protección de los Derechos Humanos, y que, por impe­
rativo de lo dispuesto en el arto 10.2 de nuestra Cons­
titución, ha de presidir la interpretación de las normas
tuteladoras de los derechos fundamentales.

De conformidad con dichadoctrina, la imparcialidad
del Juez excede el ámbito meramente subjetivo de las
relaciones del juzgador con las partes para erigirse en
una auténtica garantía en la que se puede poner en
juego nada menos que la auctoritas o prestigio de los
Tribunales que, en una sociedad democrática, descansa
en la confianza que la sociedad deposita en la impar­
cialidad de su Administración' de Justicia (SentencIas
del TE.D.H. de 1 de octubre de 1982 ~caso Piersack­
y de 26 de octubre de 1984 -asunto De Cubber-:-).
Debido, pues, a la circunstancia de que en el ámbito
de la imparcialidad objetiva «incluso las apariencias pue­
den revestir importancia» (Sentencia del T.E.D.H. de 26
de octubre de 1984 --caso De Cubbf(lr-), ha de recla­
marse el adagio anglosajón según el cual «no sólo debe
hacerse justicia, sino parecer que se hace» (SentencIa
del T.E.D.H. de 17 de enero de 1970 -asunto Delcourt-),
lo que ha de determinar que «todo Juez del que puede

. dudarse de su imparcialidad deba abstenerse de conocer
del asunto o pueda ser recusado» (Senten9ias del
TE.D.H. de 26 de octubre de 1984 -asunto De Cubber-
y 24 de mayo de 1989 -asunto Hauschildt-). .

La aplicación de esta jurisprudencia al caso que nos
ocupa provocó una primera doctrina del Tribunal Eu­
ropeo, según la cual había que estimar siempre contrario
al arto 6.1 del C.E.D.H. la previa asunción por el Juez
decisor de cualquier tipo de actividad instructora (Sen­
tencias del T.E.D.H., casos Piersack y De Cubber).

Posteriormente, s'in embargo, a partir de la Sentencia
dictada en el asunto Haudschildt (Sentencia del TE.D.H.
de 24 de mayo de 1989), este alto Tribunal matizó su
anterior doctrina en el sentido de declarar que la impar­
cialidad del Juez no puede examinarse in abstracto, sil)o
que hay que determinar, caso por ca~o, SI la asunClon
simultánea de determinadas funCiones Instructoras y JUZ­
gadoras puede llegar a comprometer la imparcialidad
objetiva del juzgador y erigirse en un menoscabo u obs­
táculo a «la confianza que los Tribunales de una sociedad
democrática deben inspirar a los justiciables».

De este modo, y con arreglo a esta casuística juris­
prudencia, el Tribunal Europeo ha podido declarar, por
una parte, contrario al arto 6.1 del Convf!nio la confusión
de funciones instructoras y de enjuiciamiento como con­
secuencia de la promoción de un miembro del Ministerio
Público o de un-Juez de Instrucción a Magistrado del
Tribunal encargado de conocer de· la fase de juicio oral
(asuntos Piersack y De Cubber), la adopCión de la prisión
provisional en ausencia de Abogado por un Juez de Ins­
trucción que posteriormente conoció de la audiencia
principal (Sentencias del TE.D.H.. Pfelfer y Plankl.
de 25 de febrero de .1992); la asunción de indicios sufi­
cientes de culpabilidad para disponer el «reenvío» del
imputado a juicio (Sentencia del T.E.D.H., Ben Yaacoub,
de 27 de noviembre de 1987). o la intervención de «Jue­
ces políticos» en la fase de juicio oral (Sentencia del
T.E.D.H., Holm, de 25 de noviembre de 1993).

Pero, por otra y todo al contrario, este mismo Tribunal
ha tenido también ocasión de afirmar que no se infringe
el arto 6.1 del Convenio en supuestos tales como la adop­
ción de la prisión provisional y posterior enjuiciamiento
por un mismo Juez en un sistema de corte anglosajón,
como es el danés, en el que corresponde al Ministerio
Público la dirección de la investigación (Sentencia del
T.E.D.H. de 24 de mayo de 1989 -asunto Hauschildt-),
o la confirmación de dicha medida cautelar en la fase
intermedia por un Magistrado. de la Chambre d'accu­
sation francesa (Sentencia del T.E.D.H.. Sainte-Marie, de
16 de diciembre de 1992); la emisión por un mismo
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órgano judicial de un Auto de procesamiento (o antiguo
despacho de pronúncia portugués). y posterior enjuicia­
miento (Sentencia del T.E.D.H.• Saraiva de Carvalho. de
22 de abril de 1994); la asunción de determinadas fun­
ciones instructoras y de decisión por un Juez de Distrito
austríaco en nuestro equivalente a un juicio de faltas
(Sentencia del T.E.D.H.• Fey. de 24 de febrero de 1993).
y la confusión de funciones instructoras y de enjuicia­
miento en determinados procesos penales simplificados
de citación directa como es el caso del procedimento
diretíssimo italiano (Sentencia del T.E.D.H.. Padovani y
otros. de 26 de febrero de 1993).

De toda esta doctrina reduccionista interesa que nos
detengamos. dada la relevancia para la solución de las
presentes cuestiones de inconstitucionalidad. en el asun­
to Nortier (Sentenc.ia del T.E.D.H. de 24 de agosto
de 1993). en el qua el Tribunal Europeo ha tenido ocasión
de desestimar una damanda contra los Paísas Bajos sus­
tanciada en el hecho de qua an dicho país (al igual como
acontecía an el "nuestro con anterioridad a la reforma
operada por la L.O. 4/1992) un mismo Juez de Menores
conocía. tanto de la totalidad de la fase instructora como
de la del juicio oral. habiendo adoptado incluso. an el
caso. la prisión provisional. El Tribunal Europeo. sin
embargo. no estimó la violación del arto 6.1. fundamen­
talmente debido a la circunstancia da que pudo dife­
renciarse el presupuasto material da dicha medida cau­
telar con el fondo del asunto. habiéndose además dafen­
dido al menor por un Abogado que pudo interponer
recurso de apelación ante un Tribunal superior.

5. Antes de entrar en al examen. a la luz da la ante­
rior doctrina jurisprudencial. dal fondo de las cuastionas
de inconstitucionalidad. hay qua dastacar la singular
importancia. an al caso. de la naturalaza dal procadi­
miento de manoras. que. como cuestión previa. ha de
indagarse a los solos efactos da determinar si puede
de algún modo asimilarse a la del procaso penal. ya
que. si así no fuera. habría da dasacharsa la axtensión
de esta axigencia del principio acusatorio al tradicional­
mante danominado procedimiento "reformadon. de
manores.

La cuastión fue rasualta en sentido positivo por nues­
tra STC 36/1991. no sin declarar qua "no todos los
principios y garantías axigidos an los procasos contra
adultos hayan de asagurarse aquí an los mismos tér­
minos». Y es qua. tanto por la naturalaza da las madidas.
qua no puadan posaer un -maro caráctar rapresivo. sino
qua han da dictarsa en el exclusivo interés del menor
y estar orientadas hacia su efectiva reinserción. como
por la aspecial protección del menor an el seno dal pro­
ceso. qua puada aconsajar -la axclusión de garantías
esancialas del raroceso penal. como es el caso de la
"publicidad» del juicio oral. no todas las garantías del
proceso penal son mecánicamente aplicabias a este pro­
ceso especial que exige ciertas modulaciones. Pero. no
obstante tales acotaciones. afirmábamos en aquella deci­
sión que "al derecho al Juaz ordinario predeterminado
por la Lay resulta afectado an la medida en qua da él
forma parte el derecho a un Juez imparcial y tal daracho
excluye la posibilidad de qua el Juez mismo asuma la
acusación» y concluiamos en que ..los derechos funda"
mentales qua consagra el arto 24 C.E. han de ser res­
petados también en el proceso seguido contra menores
a efectos panalas» (fundamento jurídico 7 .0). _

A esta respecto debe tenerse presenta qua la Con­
vención de las Naciones Unidas sobre los Derechos del
Niño. de 20 da noviambre de 1989. incorporada a nues­
tro ordenamiento interno el 31 de diciembre de 1990.
en su art. 40.2 b) establece que "todo niño dal que
se alegue que ha infringido las leyes penalas o a quien
se acuse da haber infringido esas levas se le garantizará.
al menos. lo siguiente: iii) (que) la causa será dirimida
por una autoridad u órgano judicial... imparciah>.

Raafirmada. pues. la exigibilidad da ·asta garantía del
principio acusatorio en el proceso reformador de mano­
res. hemos de comprobar ahora si en dicho proceso
se produce una auténtica acumulación. en un mismo
órgano jurisdiccional. de funciones instructoras con las
de enjuiciamiento. en el bian entandido de que. según
nuestra doctrina. la asunción por el Juez de determinadas
actuaciones de preparación del juicio oral no ha da com­
prometer necesariamante su imparcialidad en la medida
en que la realización de tales actos no suponga la asun­
ción por el Juez da un determinado prejuicio sobre la
culpabilidad del menor.

Un examen global de la reforma operada por la
L.O. 4/1992 pone. en tal sentido. de relieve que su fina­
lidad. tal como se declara en su Exposición de Motivos.
radica precisamente en adecuar este proceso a las exi­
gencias derivadas de la doctrina sustentada con la citada
STC 36/1991 y. de entre ellas. la de instaurar también
en el mismo el principio acusatorio.

Para alcanzar esteobjetívo. la L.O. 4/1992. inspi­
rándose en el modelo procesal penal anglosajón (secun­
dado hoy por países tales como Alemania. Italia o Por­
tugal). ha querido saparar las funciones instructoras. de
un lado. y de enjuiciamiento y decisión•.de otro. enco­
mendando la primera de ellas al Ministerio Fiscal y las
otras dos al Juez de Menores. con lo que. prima facie
y sin mayor dificultad, se comprueba que este desdo­
blamiento y asignación de las enunciadas fases proce­
sales a dos órganos diferentas. no sólo no conculca.
sino que viene a restablecer el principio acusatorio en
un procedimiento reformador que. como es el caso del
de menores. con anterioridad a la L.O. 4/1992. se encon­
traba manifiestamente informado por el principio inqui­
sitivo. tal como implícitamente tuvimos ocasión de decla­
rar en la precitada Sentencia del Plano de este Tribu­
nal 36/1991 (fundamento juridico 6.0

).

6. Dicho lo anterior. procede ahora entrar a conocer
del examen concreto de la doble motivación de ambas
cuestiones. tal como sa ha expuesto an el primer fun­
damento jurídico dala presente Sentencia.

A) Entienden. al respecto. los Jueces proponentes
que la circunstancia de que en este procedimiento refor­
mador el Juez de Menores no quede totalmente exo­
narado de la realización de determinados actos instrue­
torios. y de que posteriormente pueda conocer de la
"audiencia» principal y dictar la correspondiente "reso­
lución» definitiva. puede comprometer seriamente su
imparcialidad e infringir los derechos fundamentales al
Juez legal y a un proceso con todas las garantlas.

Es cierto que esta posibilidad del Juez de Menores.
consisteme en acometer determinadas actuaciones pre­
parattlrias del juicio o de carácter aseguratorio. aparece
expresamente contemplada en diversos pasajes de la
Ley cuestionada. y. asl. por una parte. el Fiscal ha de
..solicitar del Juzgado de Menores la práctica de las dili­
gencias que no pueda efectuar por sr mismo» (art.
15.1.2.8

). y. por otra. a este mismo Juez le corresponde
"la adopción de medidas cautelares» y. de modo espe­
cial, el depósito o internamiento provisional del menor
(art. 15.1.5.8

). Pero tampoco lo es menos que esta impre­
sión de los Jueces proponentes acerca de su pérdida
de imparcialidad "subjetiva», se desvanece o no es sufi­
ciente para justificar un atentado a la imparcialidad "ob­
jetiva». si se piensa en que tales actos. legalmente veda­
dos al Ministerio Público. no constituyen. en puridad.
actos de investigación o instructorios, sino que son única
y exclusivamente limitatiVos de los derechos fundamen­
tales (art. 5.2 de la Ley 50/1981. reguladora del Estatuto
Orgánico del Ministerio Fiscal). o. lo que es lo mismo.
se trata de actos puramente jurisdiccionales que la Cons­
titución exprasamente reserva a Jueces y Magistrados
(arts. 17.2. 18.2 y 3. 20.5. 22.4, 117.3 y 4. 63.2), a
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quienes les encomienda no sólo la última, sino también
la primera palabra, por lo qUe, en cuanto tales, no poseen
una naturaleza policial o instructoria, sino netamente pro­
cesal y sometidas, por tanto, a la vigencia, en la medida
de lo posible, del principio de contradieción.

En particular, si la medida incide en el derecho a
la libertad del menor, dispone el arto 15.1.5.', apartado
segundo, que cea solicitud del Fiscal. el Juez podrá acordar
el internamiento de éste (del menor) en un Centro cerra­
do., debiendo el Juez nombrar. ceal menor Abogado que
lo defienda si no lo designan sus padres o representantes
legales•.

De la redacción del precepto claramente se infiere
que, a diferencia del modelo clásico del Juez de Ins­
trucción, aquí el internamiento cautelar del menor sólo
puede efectuarlo el Juez a petición expresa del Fiscal
y nunca de oficio, es decir, en tanto que prolongación
de una detención policial previamente adoptada. La ante­
rior circunstancia, unida a la de que la designación de
Abogado, en tal· caso, deviene preceptiva -por lo que
puede la defensa penal combatir con eficacia dicha reso­
lución limitativa del derecho a la libertad-, ocasiona que
el Juez de Menores no pueda ya ser configurado como
un ceJuez instructor. (puesto que la instrucción le ha
sido desgajada y conferida al Ministerio Público), sino
como un ceJuez de la libertad. o .garante del libre ejercicio
de los derechos fundamentales, siendo, por lo demás,
aplicable al supuesto examinado la doctrina del Tribunal
Europeo sustentada en el caso Hauschildt (Sentencia
de 24 de mayo de 1989 Y secundada en el caso
Saint-Marie, de 16 de diciembre de 1992), según la cual.
cuando la prisión provisional se adopta a instancia del
Ministerio Público (o el de la policía judicial) y el imputado
está asistido de Abogado (y puede, por tanto, impugnar
con eficacia esta resolución), no es aplicable la doctrina
iniciada en los casos Piersack, De Cubber o Ben Yaacoub,
ya que la asunción de la instrucción por el Ministerio
Público, unida a la plena vigencia del principio de con­
tradicción en la adopción de esta medida cautelar, dota
al Juez de la imparcialidad necesaria para valorar libre­
mente, y como tercero no comprometido en la inves­
tigación, el material de hecho exclusivamente aportado
por el Ministerio Público-instructor, la acusación y la
defensa.

B) Idéntica conclusión cabe alcanzar con respecto
a la intervención del Juez de Menores en la cecompa­
recencia. prevista en la regla sexta del arto 15.1, la cual
tampoco compromete su imparcialidad objetiva para
poder conocer posteriormente de la audiencia y dictar
la pertinente resolución.

En efecto, desde un punto de vista material. se com­
prueba que la finalidad esencial de dicha comparecencia
previa consiste en determinar la concurrencia o ho de
los presupuestos que posibilitan la apertura de la audien­
cia principal (regla 7.' del arto 15.1, en relación con
la 11.' del mismo precepto), esto es, su naturaleza jurí­
dica es la propia de la denominada «fase intermedia.
del proceso penal, la cual sucede, una vez concluida
la instrucción, permitiendo ser doctrinalmente enmar­
cada dentro de la fase de juicio oral. Siendo esto así,
ninguna violación del Juez imparcial puede producirse
por la acumulación en un mismo órgano jurisdiccional
de la fase intermedia y la del juicio oral (por lo demás,
existente también en el proceso penal ordinario para
delitos graves: arts. 622 y ss. de la L.E.Crim.), toda vez
que no puede existir asunción simultánea de funciones
instructoras y enjuiciadoras allí donde, por haberse con­
cluido ya la instrucción, tan sólo las hay de enjuicia­
miento sobre la apertura o no de la audiencia y la de
su efectiva realización.

Atendiendo a un criterio formal. tampoco se aprecia
vulneración alguna de aquella doctrina constitucional,
pues de lo que se trata en dicha comparecencia- previa

es de posibilitar tanto el ejercicio del derecho a la auto­
defensa o defensa privada del menor como el de la defen­
sa pública o técnica de su Abogado defensor. De este
modo, dispone el arto 15.1.6.', apartados cuarto y quinto,
que el Juez informará al m.enor en lenguaje claro y sen­
cillo de los hechos objeto de la diligencia y de su derecho
al silencio o a no confesarse culpable, debiéndole prestar
declaración en la que el menor podrá personalmente
exculparse de los cargos contra él existentes; además,
y con carácter previo a dicha declaración, puede el menor
designar Abogado de su confianza o reclamar la inter­
vención de uno del turno de oficio, gozando ambos de
la capacidad de postulación necesaria para poder hacer
valer con eficacia el derecho de defensa.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIOAO QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar las presentes cuestiones de inconstitu­
cionalidad acumuladas.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado•.

Dada en Madrid, a diecisiete de marzo de mil nove­
cientos noventa y cinco.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bra­
vo-Ferrer.-Fernando García-Mon y González-Regue­
ral.-earlos de la Vega Benayas.-Eugenio Díaz Eimil.-Vi­
cente Gimeno Sendra.-José Gabaldón López.-Rafael de
Mendizábal Allende.-Julio Diego González Campos.-Pe­
dro Cruz Villalón.-earles Viver Pi-Sunyer.-Firmados y
rubricados.

10062 Sala Primera. Sentencia 61/1995, de 29 de
marzo de 1995. Recurso de amparo
208/1989. Contra la Resolución del Director
general de la Guardia Civil, dictada en expe­
diente disciplinario. y Auto del Juzgado de
Instrucción núm. 14 de Sevilla. por la que se
deniega la petición de hábeas corpus instada
frente a la privación de libertad ordenada por
la antedicha Resolución administrativa.
Supuesta vulneración del derecho a la tutela
judicial efectiva.

La Sela Primera del Tribunal Constitucional, compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, Pre­
sidente; don Fernando García-Mon y González-Regueral.
don Carlos de ·la Vega Benayas, don Vicente Gimeno
Sendra y don Pedro Cruz Villalón, Magistrados, ha pro­
nunciado

EN NOMBRE DEL REY

la sigdiHnte

SENTENCIA

fn el recurso de amparo núm. 208/89, promovido
por don Manuel Rosa Recuerda, representado por el Pro­
curador don Luciano Roch Nadal y asistido por el Letrado
don Jesús López de Lemus. contra la Resolución del
Director general de la Guardia Civil. de 9 de diciembre
de 1988, y el Auto del Juzgado de Instrucción núm.
14 d,¡ Sevilla, de 12 de enero de 1989. Han intervenido
el Ministerio Fiscal y el Abogado del Estado, siendo
Ponente el Magistrado don Carlos de la Vega Benayas,
quien expresa el parecer de la Sala.


